
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto - 2ª instancia – 01 de marzo de 2017

Proceso: 

 Verbal  – Confirma decisión del a quo que negó alimentos provisionales
Radicación Nro. :
  
 
66170-31-10-001-2016-00425-01

Demandante: 

 HÉCTOR ARBEY RÍOS CÓRDOBA
Demandado: 



LUZ MARY RINCÓN HERNÁNDEZ
Magistrado Sustanciador: 
  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATÓLICO / ALIMENTOS PROVISIONALES COMO MEDIDA PREVIA / INCAPACIDAD PATRIMONIAL DEL ALIMENTANTE – EMBARGO POR ALIMENTOS NO PUEDE SUPERAR EL 50% DEL SALARIO. “La obligación alimentaria se encuentra regulada en los artículos 411 a 427 del Código Civil.  El primero de ellos señala que se deben alimentos, entre otros, al cónyuge, obligación extendida a los compañeros permanentes de acuerdo con la sentencia de la Corte Constitucional C-1033 de 2002. (…) [P]ara que se genere el derecho a percibir alimentos y la correlativa obligación de suministrarlos, se requiere ser beneficiario de ese derecho, y que se acrediten la necesidad del alimentario y la capacidad del alimentante. (…) [E]n asuntos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, procede el decreto de alimentos provisionales, como medida previa, pero en tratándose de una persona mayor quien los reclama, debe el juez contar con elementos de juicio que permitan establecerlos, concretamente la existencia de la obligación, la necesidad del alimentario y la capacidad patrimonial del alimentante. El último de tales presupuestos no se cumple en el caso concreto para fijar de manera provisional la cuota alimentaria que se reclama. En efecto, la única prueba que obra en el plenario para acreditar la capacidad económica del demandado en reconvención es un comprobante sobre pago de su salario, correspondiente al mes de agosto de 2016, emitido por la Secretaría General – Dirección Administrativa – Grupo de Prestaciones Sociales, Nómina de Pensionados del Ministerio de Defensa, del que se evidencia que sus ingresos mensuales, para aquella fecha, equivalían a $2.385.181.08. En los hechos de la demanda principal se adujo que el demandante aporta la suma de $1.500.000 mensuales como cuota alimentaria para el hijo menor del matrimonio; lo mismo dijo la señora Luz Mary Rincón Hernández en el segundo de los supuestos fácticos de la demanda de mutua petición. Por tanto, con fundamento en las únicas pruebas que hasta ahora reposan en el expediente, puede decirse que el señor Ríos Córdoba destinaba más de la mitad de los ingresos mensuales que percibía el año anterior, para atender el sostenimiento de su hijo menor y por sabido se tiene que solo hasta el 50% de ellos puede establecerse la cuantía de una obligación de aquella naturaleza, teniendo en cuenta que hasta por ese porcentaje se autoriza el embargo de un salario para atenderla, de acuerdo con el artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo (…). Siendo así las cosas, y sin que sea del caso siquiera analizar lo relacionado con la necesidad de quien pide los alimentos, ante la ausencia de prueba que acredite uno de los presupuestos necesarios para establecer una cuota provisional, considera la Sala que fue acertada la decisión del juez de primer grado por lo que se confirmará el auto impugnado y se condenará en costas a la demandante en reconvención, a favor del demandado, (…)”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, marzo primero (1º) de dos mil diecisiete (2017) 
Radicación: 66170-31-10-001-2016-00425-01 

Decide la Sala el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la señora Luz Mary Rincón Hernández contra el auto proferido por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 15 de noviembre de 2016, en el proceso verbal de cesación de efectos civiles de matrimonio católico que instauró el señor Héctor Arbey Ríos Córdoba contra la impugnante, en el que hubo demanda de reconvención. 

A N T E C E D E N T E S  
1. Solicitó el actor en la demanda principal se decrete la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico que contrajo con la señora Luz Mary Rincón Hernández.
2. Por auto del 15 de septiembre de 2016 se admitió la demanda y de la misma se ordenó correr traslado a la accionada por el término de veinte días.

3. Esta, por medio de apoderado, dio respuesta al libelo en escrito por medio del cual se opuso a las pretensiones. Además, formuló demanda de reconvención en la que solicitó se fijaran alimentos provisionales a su favor y a cargo del demandado, en cuantía equivalente al 25% de sus ingresos mensuales.
4. Mediante auto del 15 de noviembre de 2016 se negó tal petición  porque no se aportaron pruebas sobre la  capacidad económica del alimentante y la necesidad de la alimentaria; tampoco alguna que demuestre que se trate de persona que goce de protección constitucional reforzada.
5. Contra esa decisión, el apoderado de la demandante en reconvención interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Argumentó, en resumen, que los presupuestos de la obligación alimentaria son la existencia de un vínculo, la necesidad de quien los reclama y la capacidad del obligado, los que encontró acreditados porque los reclama aquella que es su cónyuge; carece la citada señora de los medios para solventarse en razón a que se ha dedicado a cuidar del hijo común, hecho que le impidió alcanzar una profesión, y que en el momento procesal oportuno, el obligado deberá demostrar que su esposa no los requiere. En relación con la capacidad económica del señor Ríos Córdoba, indicó que como aceptó que contribuye con el sostenimiento de su hijo con la suma de $1.500.000 mensuales, puede deducirse que la tiene; además, es médico especializado en dermatología y que en la demanda de reconvención pidió oficiar al pagador del demandado para que certificara el monto de sus ingresos. 
6. Vencido en silencio el término de traslado otorgado al demandado en reconvención, por auto del pasado 20 de enero decidió el funcionario de primer grado no reponer el auto impugnado. Adujo que en los procesos de alimentos para menores la necesidad se presume; en tanto que para mayores, debe probarse; si bien es cierto, para acreditar esa necesidad opera el fenómeno de la negación indefinida, también lo es que en tratándose de cuota alimentaria provisional para mayores, la parte interesada debe allegar pruebas que la acrediten, sin que se le pueda exigir al obligado aportarlas en la contestación de la demanda, por cuanto apenas empieza el litigio y ellas, deben decretarse y practicarse en “la pertinente audiencia”. 
Agregó que la necesidad de la señora Luz Mary Rincón Hernández se encuentra en discusión por cuanto el demandado en reconvención aseguró que aquella explota una miscelánea; además, que la cuota de alimentos que suministra actualmente por valor de $1.500.000 suple las necesidades “del hijo y su madre” y que si de afirmaciones indefinidas se trata, como el demandado afirma que está desempleado, la actora en reconvención debe probar lo contrario.
En cuanto a la capacidad económica del señor Ríos Córdoba, manifestó que la única prueba con la que cuenta el proceso es la certificación de sus ingresos, por $2.385.181, expedida por el Ministerio de Defensa y como aporta una cuota de alimentos para el hijo común de $1.500.000, que equivale a más del 50% de tales ingresos, se deduce que no tiene medios económicos para suministrar alimentos a su esposa y que lo relacionado con los ingresos que obtiene como dermatólogo, será tema propio del debate probatorio.

C O N S I D E R A C I O N E S  

1. Corresponde a esta Sala definir si tuvo razón el funcionario de primera instancia al no decretar la media solicitada por la demandante en reconvención, consistente en fijar alimentos provisionales a su favor y a cargo del señor Héctor Arbey Ríos Córdoba, debido a que no existe prueba sumaria en el proceso que acredite la capacidad económica del alimentante, ni la necesidad de la peticionaria.
2. La obligación alimentaria se encuentra regulada en los artículos 411 a 427 del Código Civil.  El primero de ellos señala que se deben alimentos, entre otros, al cónyuge, obligación extendida a los compañeros permanentes de acuerdo con la sentencia de la Corte Constitucional C-1033 de 2002.

3. Las características de esa clase de obligación las citó la Corte Constitucional en sentencia C-1064 de 2000:  

“En esencia, la obligación alimentaria no difiere de las demás obligaciones civiles. Ella presupone (como las otras) la existencia de una norma jurídica y una situación de hecho, contemplada en ella como supuesto capaz de generar consecuencias en derecho, v.gr. el tener descendientes y encontrarse en ciertas circunstancias económicas. Su especificidad radica en su fundamento y su finalidad, pues, dicha obligación aparece en el marco del deber de solidaridad
 que une a los miembros más cercanos de una familia, y tiene por finalidad la subsistencia de quienes son sus beneficiarios.

El deber de asistencia alimentaria se establece sobre dos requisitos fundamentales: la necesidad del beneficiario y la capacidad del deudor, quien debe ayudar a la subsistencia de sus parientes, sin que ello implique el sacrificio de su propia existencia.

Los términos de la obligación aparecen regulados en la ley, que contiene normas sobre los titulares del derecho, las clases de alimentos, las reglas para tasarlos, la duración de la obligación, los alimentos provisionales (C.C., arts. 411 a 427); el concepto de la obligación, las vías judiciales para reclamarlos, el procedimiento que debe agotarse para el efecto, (C.M., arts. 133 a 159), y el trámite judicial para reclamar alimentos para mayores de edad (CPC, arts. 435 a 440)…”

De acuerdo con esa jurisprudencia, para que se genere el derecho a percibir alimentos y la correlativa obligación de suministrarlos, se requiere ser beneficiario de ese derecho, y que se acrediten la necesidad del alimentario y la capacidad del alimentante.
4. Los alimentos provisionales de que trata este asunto, se encuentran regulados por el artículo 417 del Código Civil, que preceptúa: “Mientras se ventila la obligación de prestar alimentos, podrá el juez o prefecto ordenar que se den provisionalmente, desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plausible; sin perjuicio de la restitución, si la persona a quien se demandan obtiene sentencia absolutoria. Cesa este derecho a la restitución, contra el que de buena fe y con algún fundamento plausible, haya intentado la demanda”.
Específicamente para asuntos como el presente, en el que se demanda la cesación de los efectos civiles del matrimonio católico, el artículo 598 del Código General el Proceso, que regula lo concerniente a las medidas cautelares en procesos de familia dice en su parte pertinente: “En los procesos de … cesación de efectos civiles de matrimonio religioso (……), se aplicarán las siguientes reglas ... 5. Si el Juez lo considera conveniente, también podrá adoptar, según el caso, las siguientes medidas… c) Señalar la cantidad con que cada cónyuge deba contribuir, según su capacidad económica, para gastos de habitación y sostenimiento del otro cónyuge y de los hijos comunes, y la educación de éstos…”
5. Según esos preceptos, no hay duda que en asuntos como el que ahora ocupa la atención de la Sala, procede el decreto de alimentos provisionales, como medida previa, pero en tratándose de una persona mayor quien los reclama, debe el juez contar con elementos de juicio que permitan establecerlos, concretamente la existencia de la obligación, la necesidad del alimentario y la capacidad patrimonial del alimentante. 
El último de tales presupuestos no se cumple en el caso concreto para fijar de manera provisional la cuota alimentaria que se reclama. En efecto, la única prueba que obra en el plenario para acreditar la capacidad económica del demandado en reconvención es un comprobante sobre pago de su salario, correspondiente al mes de agosto de 2016, emitido por la Secretaría General – Dirección Administrativa – Grupo de Prestaciones Sociales, Nómina de Pensionados del Ministerio de Defensa
, del que se evidencia que sus ingresos mensuales, para aquella fecha, equivalían a $2.385.181.08. 

En los hechos de la demanda principal se adujo que el demandante aporta la suma de $1.500.000 mensuales como cuota alimentaria para el hijo menor del matrimonio; lo mismo dijo la señora Luz Mary Rincón Hernández en el segundo de los supuestos fácticos de la demanda de mutua petición.
Por tanto, con fundamento en las únicas pruebas que hasta ahora reposan en el expediente, puede decirse que el señor Ríos Córdoba destinaba más de la mitad de los ingresos mensuales que percibía el año anterior, para atender el sostenimiento de su hijo menor y por sabido se tiene que solo hasta el 50% de ellos puede establecerse la cuantía de una obligación de aquella naturaleza, teniendo en cuenta que hasta por ese porcentaje se autoriza el embargo de un salario para atenderla, de acuerdo con el artículo 156 del Código Sustantivo del Trabajo, según el cual: “Todo salario puede ser embargado hasta en un cincuenta por ciento (50%) en favor de cooperativas legalmente autorizadas, o para cubrir pensiones alimenticias que se deban de conformidad con los artículos 411 y concordantes del Código Civil”.

De esa manera las cosas puede afirmarse que los únicos elementos con los que cuenta el proceso para establecer la capacidad económica del demandado en reconvención, impiden fijar la cuota provisional de alimentos que se reclama, pues no resulta suficiente para atenderla. 
6. Para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente, de acuerdo con lo que hasta aquí se ha expuesto y porque correspondía a quien reclamó los alimentos provisionales arrimar prueba sobre la capacidad económica de quien se los debe aportar, sin que el hecho de que este tenga título profesional en dermatología, por sí, evidencie que perciba ingresos adicionales y menos su cuantía. El hecho de que se haya solicitado una prueba para establecerla, tampoco justifica revocar la providencia de que se trata, pues esa capacidad económica debe estar acreditada al momento de fijar la cuantía de la obligación que se solicita de manera provisional; de obtenerla, en el curso del proceso, será prueba que se analizará al momento de dictar el fallo respectivo.

7. Siendo así las cosas, y sin que sea del caso siquiera analizar lo relacionado con la necesidad de quien pide los alimentos, ante la ausencia de prueba que acredite uno de los presupuestos necesarios para establecer una cuota provisional, considera la Sala que fue acertada la decisión del juez de primer grado por lo que se confirmará el auto impugnado y se condenará en costas a la demandante en reconvención, a favor del demandado, las que se liquidarán por el funcionario de primera sede, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia, 

R E S U E L V E   :

1º Confirmar el auto proferido por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 15 de noviembre de 2016, en el proceso verbal de cesación de efectos civiles de matrimonio católico que instauró el señor Héctor Arbey Ríos Córdoba contra la señora Luz Mary Rincón Hernández en el que hubo demanda de reconvención. 

2º La apelante deberá cancelar al señor Héctor Arbey Ríos Córdoba las costas causadas, que serán liquidadas por el juzgado de primera sede de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso.
Notifíquese, 

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


S E C R E T A R I O











�  En sentencia C-174 de 1996, M.P. Jorge Arango Mejía, se dejó claro que: “El deber de alimentos así como la porción conyugal son instituciones fundadas en el principio de solidaridad que impregna el conjunto de las relaciones familiares”.


� Folio 6 vuelto, cuaderno de copias demanda de reconvención
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